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procedente del Tribunal 
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Juan  
 
 
Caso Núm.: 
 
SJ2017CV00244 
 
 
Sobre:  
 
Cobro de lo indebido 
 

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Sánchez Ramos, el Juez 
Candelaria Rosa, el Juez Pagán Ocasio, el Juez Vázquez Santisteban y la 
Jueza Reyes Berríos. 
 
Vázquez Santisteban, Juez Ponente 
 
 

RESOLUCIÓN  
 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de abril de 2021. 

El 4 de enero de 2021, Alejandro Bellver Espinosa y Yasbel Escobar 

Ramírez (Peticionarios) presentaron un escrito de certiorari interesados en 

que revoquemos la Resolución del Tribunal de Primera Instancia (TPI) de 

15 de diciembre de 2020 mediante la cual denegó su Memorando de Costas 

en esta etapa porque aún no se ha dictado sentencia en este caso. 

Por los fundamentos que expresamos a continuación, denegamos el 

auto de certiorari solicitado. 

 

I 

 

El presente caso se originó luego de que el 1 de mayo de 2017 

Antonio Rosselló Rentas y otros (Recurridos) incoaron una causa de acción 

sobre daños y perjuicios en contra de los Peticionarios y, del Banco Popular 
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de Puerto Rico (BPPR), entre otros codemandados. Según los Recurridos, 

el BPPR, representado legalmente por los Peticionarios, presentó en su 

contra una demanda en cobro de dinero haciendo alegaciones falsas y 

fraudulentas lo cual presuntamente les ocasionó daños estimados en cuatro 

millones de dólares ($4,000,000.00).  

Consecuentemente, los Peticionarios contestaron la demanda y 

levantaron el privilegio abogado-cliente con respecto a las comunicaciones 

entre el BPPR y ellos. Recibida la oposición de los Recurridos, el TPI dictó 

una Resolución el 8 de noviembre de 2019 en la cual determinó que no 

aplica el privilegio abogado-cliente.  

Inconformes, los Peticionarios acudieron ante este Tribunal en el 

caso KLCE202000050. Argumentaron que erró el foro de instancia al 

determinar que no aplica el privilegio abogado-cliente sin antes celebrar 

una vista para recibir prueba y a pesar de que el BPPR -titular del derecho- 

ya no es parte tras el desistimiento de los Recurridos de la causa de acción 

en su contra. Mediante Sentencia de 28 de febrero de 2020, un panel 

hermano de este Tribunal revocó al foro de instancia y le ordenó celebrar 

una vista evidenciaria en la cual las partes habrán de presentar prueba 

sobre la existencia del privilegio, si este cede ante un interés apremiante y 

si la alegación de delito o fraude aplica como excepción al privilegio.  

En virtud de lo anterior, el 15 de julio de 2020, los Peticionarios 

presentaron ante este Tribunal un Memorando de Costas. En respuesta, un 

panel hermano lo denegó por prematuro y porque los Peticionarios debieron 

presentarlo ante el TPI. En cumplimiento con ello, el 8 de diciembre de 

2020, los Peticionarios presentaron el Memorando de Costas ante el TPI. El 

15 de diciembre de 2020, dicho foro dictó la Resolución recurrida en la cual 

declaró no ha lugar el Memorando de Costas en esta etapa porque aún no 

se ha dictado sentencia en este caso.  

El 4 de enero de 2021, los Peticionarios en desacuerdo presentaron 

la petición de certiorari que hoy nos ocupa y argumentaron:  
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Erró el Honorable TPI al denegar el Memorando de Costas 
presentado por la parte Peticionaria a pesar de que éstos 
prevalecieron en su Recurso Apelativo. 

 
El 11 de febrero de 2021, la recurrida compareció mediante su 

escrito en oposición. Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

resolvemos.   

 

II 

Auto de Certiorari 

 

El auto de certiorari es un remedio procesal discrecional que permite 

que un tribunal de mayor jerarquía revise las resoluciones y órdenes 

interlocutorias de un tribunal inferior. Medina Nazario v. McNeil Healthcare 

LLC, 194 DPR 723, 728 (2016). Por su parte, la Regla 52.1 de las Reglas de 

Procedimiento Civil de 2009, según enmendada, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, 

delimita las instancias en las cuales el Tribunal de Apelaciones posee 

jurisdicción para revisar mediante certiorari los dictámenes interlocutorios 

del Tribunal de Primera Instancia. Mun. de Caguas v. JRO Construction, 201 

DPR 703, 710 (2019).  Análogamente, la Regla 40 del Reglamento de este 

Tribunal, 4 LPRA Ap. XXII-A, R. 40, promulgado el 20 de julio de 2004, 

establece los criterios que el Tribunal de Apelaciones deberá considerar al 

ejercer su discreción sobre la expedición de una petición de certiorari:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 

 
B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada para 

el análisis del problema.  
 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia.  

 
D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 

a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.  

 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 

es la más propicia para su consideración.  
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F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  

 
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia.  
 

En virtud de la discreción conferida al Tribunal de Apelaciones para 

autorizar, expedir y adjudicar en sus méritos un certiorari, el Tribunal 

Supremo ha reiterado que tal función revisora deberá limitarse a aquellos 

casos en los cuales se pruebe que el foro primario actuó mediante prejuicio, 

parcialidad, abuso de discreción o error manifiesto. Citibank et al. v. ACBI 

et al., 200 DPR 724, 736 (2018).  

 

III 

MEMORANDO DE COSTAS 

 

La Regla 44.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 44.1, 

establece quiénes tienen derecho a reclamar costas y el procedimiento a 

seguir para reclamarlas: 

(a) Su concesión.- Las costas le serán concedidas a la parte 
a cuyo favor se resuelva el pleito o se dicte sentencia 
en apelación o revisión, excepto en aquellos casos en que 
se disponga lo contrario por ley o por estas reglas. Las costas 
que podrá conceder el tribunal son los gastos incurridos 
necesariamente en la tramitación de un pleito o procedimiento 
que la ley ordena o que el tribunal, en su discreción, estima 
que una parte litigante debe reembolsar a otra. 
 
(b) Cómo se concederán.- La parte que reclame el pago de 
costas presentará al tribunal y notificará a la parte contraria, 
dentro del término de diez (10) días contados a partir del 
archivo en autos de copia de la notificación de la sentencia, 
una relación o memorándum de todas las partidas de gastos 
y desembolsos necesarios incurridos durante la tramitación 
del pleito o procedimiento. El memorándum de costas se 
presentará bajo juramento de parte o mediante certificación 
del abogado o abogada y consignará que, según el entender 
de la parte reclamante o de su abogado o abogada, las 
partidas de gastos incluidas son correctas y que todos los 
desembolsos eran necesarios para la tramitación del pleito o 
procedimiento. Si no hubiese impugnación, el tribunal 
aprobará el memorándum de costas y podrá eliminar 
cualquier partida que considere improcedente, luego de 
conceder a la parte solicitante la oportunidad de justificarlas. 
Cualquier parte que no esté conforme con las costas 
reclamadas podrá impugnarlas en todo o en parte, dentro del 
término de diez (10) días contados a partir de aquel en que 



 
 

 
KLCE202100005    

 

5 

se le notifique el memorándum de costas. El tribunal, luego 
de considerar la posición de las partes, resolverá la 
impugnación. La resolución del Tribunal de Primera Instancia 
podrá ser revisada por el Tribunal de Apelaciones mediante el 
recurso de certiorari. De haberse instado un recurso contra la 
sentencia, la revisión de la resolución sobre costas deberá 
consolidarse con dicho recurso. 
 
(c) En etapa apelativa.- La parte a cuyo favor un tribunal 
apelativo dicte sentencia presentará en la sala del Tribunal 
de Primera Instancia que decidió el caso inicialmente y 
notificará a la parte contraria, dentro del término jurisdiccional 
de diez (10) días contados a partir de la devolución del 
mandato y conforme a los criterios establecidos en el inciso 
(b) anterior, una relación o memorándum de todas las 
partidas de gastos y desembolsos necesarios incurridos para 
la tramitación del recurso en el Tribunal de Apelaciones y en 
el Tribunal Supremo, según corresponda. El memorándum de 
costas se presentará bajo juramento de parte o mediante 
certificación del abogado o abogada, y su impugnación se 
formulará y resolverá en la misma forma prescrita en la Regla 
44.1(b) de este apéndice. La resolución que emita el Tribunal 
de Primera Instancia podrá revisarse según se dispone en el 
inciso (b). La resolución que emita el Tribunal de Apelaciones 
podrá revisarse mediante certiorari ante el Tribunal Supremo. 
 
Cuando se revoque la sentencia del Tribunal de Primera 
Instancia, la parte a cuyo favor se dicte la sentencia, 
presentará un memorándum de costas de conformidad con el 
procedimiento y el término establecido en este inciso e incluirá 
los gastos y desembolsos incurridos tanto en el Tribunal de 
Primera Instancia como en el Tribunal de Apelaciones y en el 
Tribunal Supremo. (Énfasis nuestro.) 
 
Sobre la concesión de costas, el Tribunal Supremo expresó en 

Rosario Domínguez et als. v. ELA et al., 198 DPR 197 (2017), que la función 

de la Regla 44.1 de Procedimiento Civil, supra, es reparadora en la medida 

en que permite a la parte prevaleciente en un pleito obtener el reembolso 

de aquellos gastos necesarios y razonables incurridos por motivo del litigio. 

Al mismo tiempo, la imposición de costas aminora la litigiosidad por cuanto 

le impone una carga mayor sólo a aquellos que utilizan los servicios 

judiciales en comparación con los ciudadanos en general. Martínez v. UPR, 

156 DPR 395 (2002); J.A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal 

Civil, Publicaciones JTS, 2011, T. IV, págs. 1266-1269.  

Sobre este tema, nos comentó el profesor Javier A. Echevarría 

Vargas que el principio aplicable a la concesión de costas es que el litigante 

que reclama aquello a lo cual no tiene razón o el que obliga al oponente a 
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defenderse o a recurrir a los tribunales a hacer valer sus derechos es quien 

deberá pagar los gastos del pleito judicial.1 De igual manera, expresó que 

la concesión de costas deberá solicitarse mediante un memorando de costas 

dentro del término de diez (10) días a partir del archivo en autos de copia 

de la notificación de la sentencia.2 Añadió que, el término para solicitar 

costas en la etapa apelativa comienza a correr a partir de la devolución del 

mandato.3 

 

IV 

 

En el presente caso, los Peticionarios argumentaron que, a tenor con 

la Regla 44.1(c) de Procedimiento Civil, supra, tienen derecho a reclamar 

costas luego de que, a solicitud suya, un panel hermano de este Tribunal 

revocó al TPI y ordenó la celebración de una vista evidenciaria para evaluar 

si aplica o no el privilegio abogado-cliente. En respuesta a dicha sentencia 

revocatoria a su favor, los Peticionarios reclamaron las costas derivadas de 

su trámite apelativo. El foro primario se negó a concederlas en esta etapa 

hasta tanto no se haya dictado sentencia en este caso, y sujeto a que se 

adjudique la controversia a su favor.  

Un cuidadoso análisis del expediente de autos nos mueve a concluir 

que no existe criterio legal válido que nos permita ejercer nuestra función 

revisora y así intervenir con el dictamen del foro primario.  La determinación 

tomada por el TPI no denota abuso de discreción en su quehacer 

adjudicativo.  A juicio nuestro, dicho pronunciamiento es uno razonable y 

acorde con el derecho positivo vigente.  No trasluce haber sido tomado de 

forma prejuiciado o parcializado.  Tampoco quedó evidenciado la existencia 

de algún error craso en el proceder del TPI que amerite nuestra 

intervención. 

 
1 J.A. Echevarría Vargas, Procedimiento Civil Puertorriqueño, 1ra ed. rev., 2012, pág. 275. 
2 Íd., pág. 277. 
3 Íd. 
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En fin, el señalamiento de error de la parte peticionaria no está 

comprendido en ninguna de las instancias contempladas por la Regla 52.1 

de las de Procedimiento Civil, supra, R.52.  De igual forma, el recurso 

presentado no cumple con los criterios esbozados en la Regla 40 de nuestro 

Reglamento, Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, R.40.  Razón 

por la cual, este Tribunal se encuentra impedido de ejercer su función 

revisora.   

Coincidimos con el TPI en que la concesión de costas supone la 

existencia de una sentencia que dé fin al pleito. Cabe destacar que el inciso 

(c) de la Regla 44.1, supra, concede costas a la parte que prevaleció luego 

de que un tribunal apelativo revocó una sentencia del Tribunal de Primera 

Instancia. Sin embargo, la determinación revocatoria sobre la cual los 

Peticionarios se consideraron victoriosos es un dictamen procesal que no 

adjudicó los méritos de la controversia. Entiéndase que, este Tribunal 

cuando revocó al TPI no resolvió si aplica o no el privilegio abogado-cliente. 

Más bien, devolvió el asunto al foro primario a los fines de recibir prueba al 

respecto. En vista de que la Regla 44.1 de Procedimiento Civil, supra, 

concede costas a nivel apelativo luego de que ha habido una sentencia a 

nivel de instancia, decretamos que el reclamo de los Peticionarios es 

prematuro. Actuó correctamente el foro primario al denegar en esta etapa 

el Memorando de Costas de los Peticionarios.  

 

V 

 

Por lo antes expuesto, se deniega la expedición del Auto de Certiorari 

solicitado.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

 
                                                   Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


